
La rigidez del régimen presidencial

***
The rigidity of the presidential regime

Christian Guzmán Napurí

Resumen: dentro de las diversas formas de gobierno existentes, 
podemos definir al sistema presidencial como aquella en donde 
la Constitución establece una división de poderes entre el eje-
cutivo, el legislativo y el judicial. En un sistema presidencial, el 
equilibrio de poderes pretende ser transparente y es por este 
motivo que hoy en día se perfila como una forma de gobierno 
relevante. En el presente artículo, el autor hace un recuento del 
régimen presidencial desde el contexto norteamericano y lati-
noamericano con el fin de posteriormente poder analizar figu-
ras como la vacancia y la disolución parlamentaria y su relación 
con la crisis de la representatividad en esta forma de gobierno. 

Abstract: within the various existing forms of government, 
we can define the presidential system as one where the Cons-
titution establishes a division of powers between the executi-
ve, the legislative and the judicial. In a presidential system, the 
balance of powers is intended to be transparent and it is for 
this reason that today it is emerging as a relevant form of go-
vernment. In this article, the author recounts the presidential 
regime from the north american and latin american context in 
order to later analyze figures such as parliamentary vacancy 
and dissolution and their relationship with the crisis of repre-
sentativeness in this form of government.
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I. Introducción

Una importante dificultad que muestra el sistema presidencial de 
gobierno es que configura escenarios en los cuales no existen meca-
nismos adecuados de corrección de conflictos al interior del propio 
Estado. Estos conflictos son generados, en gran cantidad de ocasio-
nes, porque el presidencialismo puro —en especial el latinoameri-
cano — por su excesiva rigidez, impide la solución pacífica y demo-
crática de las crisis de poder que se den al interior del régimen. 

Debemos precisar que la salida en Latinoamérica a las crisis 
políticas ha sido, en la generalidad de los casos, el golpe de Es-
tado, y como resultado de este, una dictadura, sea civil o militar. 
Acto seguido, la necesaria vuelta a la institucionalidad democrá-
tica producto de la imposibilidad de seguir manteniendo el Go-
bierno de facto genera, normalmente, una reforma constitucio-
nal o la promulgación de una nueva Carta Política. El problema a 
este nivel radica en que dicha acción política, lejos de crear me-
canismos que eviten una crisis como la anterior, busca tan solo 
dar una razón de ser al régimen autoritario precedente.1

En los sistemas presidenciales ambos organismos, el Go-
bierno y el Parlamento (o Congreso) se encuentran obligados a 
trabajar permanentemente juntos. El presidente, en especial, es 

1	 , Christian, Guzmán Napurí, “Propuestas base para una adecuado Equili-
brio de Poderes”, Revista Jurídica del Perú Nro. 28, Trujillo, Editorial Nor-
mas Legales, 2001.
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elegido para un período fijo de gobierno, que oscila entre los seis 
y los cuatro años. Resulta muy difícil que cualquiera de los dos 
organismos ante señalados genere la revocatoria del mandato del 
otro, a diferencia de lo que sí ocurre en el sistema parlamentario. 
Resulta imposible que ello ocurra a través del uso de mecanismos 
políticos,2 como los que se emplean en el régimen parlamentario. 

En el sistema parlamentario, en cambio, es posible que el Par-
lamento envíe a casa a los miembros del poder ejecutivo a través 
de la censura o el rechazo de la cuestión de confianza; así como el 
jefe de Estado—o incluso el jefe de Gobierno, depende del caso— 
puede revocar el mandato de la cámara parlamentaria encargada 
del control político directo a través de los mecanismos de disolu-
ción previstos en el ordenamiento de cada país en concreto.

Ahora bien, la razón de la existencia de un sistema de go-
bierno tan rígido en el caso del sistema presidencial estriba en 
que, al diseñarse la Constitución norteamericana, la cual crea el 
sistema presidencial, los constituyentes optaron por un esquema 
más bien tajante de separación de poderes, en el cual los puntos 
de contacto entre los diversos órganos del Estado resultaban ser 
mínimos. A esto Karl Loewenstein denominaba interdependencia 
por coordinación, para diferenciarla de la interdependencia por 
subordinación, propia de los regímenes parlamentarios.3 

Y es que, en el régimen presidencial, ante una crisis política 
derivada de las acciones del Gobierno no cabe sino la presión 
sobre éste. La censura individual a los ministros de Estado o la 
censura colectiva a todo el gabinete, donde estas instituciones 
existen, no van a afectar en absoluto al presidente, ni a su legiti-
midad. En contraste, de hacerse efectiva la salida del presidente 
de la República se generaría una seria crisis, jamás comparable 
siquiera a una disolución parlamentaria. 

2	 Shugart, Matthew y Carey, John, “Presidents and Assemblies”, New York: 
Cambridge University Press, 1992, p. 29.

3	 Loewenstein, Karl, Teoría de la Constitución, Barcelona, Editorial Ariel, 
1976, p. 132 y ss.
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En cambio, si es que fuese removido un primer ministro que 
es a su vez jefe de Gobierno, el resultado no devendría en una 
crisis política tan grave como la derivada de la ausencia de un 
órgano de gobierno, sino tan sólo el reemplazo de éste, a través 
de mecanismos previstos para ello en el ordenamiento jurídico; 
tal y como ocurre en los regímenes tributarios del parlamenta-
rismo. Una vez ocurrido dicho reemplazo, el régimen seguiría en 
funcionamiento.4 

El resultado de un juicio político (denominado impeachment 
por los norteamericanos) es sumamente incierto, y el proceso en 
si es traumático y consume demasiado tiempo. En consecuencia, 
el ejecutivo presidencial es virtualmente inmutable ante la au-
sencia de un delito. Si a esto le sumamos la limitada posibilidad 
de imputar delitos al presidente, la misma que se encuentra esta-
blecida en varias constituciones latinoamericanas, notaremos la 
gran dificultad existente para hacer posible una remoción presi-
dencial a través de un juicio político.

II. El caso norteamericano

En el caso norteamericano, Tomas Jefferson fue el único pre-
sidente que intentó, sin éxito, convertir el impeachment en un 
mecanismo de control político,5 cuando más bien constituye un 
mecanismo sancionador. Asimismo, tan sólo en una oportunidad 
durante la historia republicana de Estados Unidos se utilizó este 
mecanismo como represalia ante la negativa del presidente de 
acatar limitaciones impuestas por las cámaras legislativas. 

Es el caso del juicio político seguido contra el presidente An-
drew Johnson, en 1868, que tuvo muy claros ribetes políticos y 
surgió como represalia ante la negativa de dicho presidente de 
someterse a la “Tenure Office Act”, una ley que limitaba incons-

4	 Linz, Juan, “Los Peligros del Presidencialismo”,. Formas de Gobierno, Re-
laciones Ejecutivo Parlamento, Lima: Comisión Andina de Juristas, 1993, 
p. 16.

5	 Corwin, Edward Samuel y Peltasen, J.W,. La Constitución. Una Interpreta-
ción de la Constitución de los Estados Unidos de América, Buenos Aires, Edi-
torial Bibliográfica Argentina, 1958, p. 50.
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titucionalmente los poderes del presidente, en especial respecto 
a la remoción de sus secretarios de despacho.6 

Únicamente en cuatro ocasiones se ha empleado el impeach-
ment contra presidentes de la Unión, sin que en ningún caso se 
haya obtenido la ansiada destitución. Este mecanismo ha funcio-
nado sobre todo para destituir magistrados, y con una eficacia li-
mitada, puesto que la destitución se ha hecho efectiva solo cuatro 
veces, y en todos los casos respecto de jueces. 

En primer lugar, tenemos el juicio político seguido contra 
Andrew Johnson, al cual ya hemos hecho referencia, que incluso 
llegó hasta el Senado, órgano que no aprobó la destitución. No 
obstante, el presidente no postuló a la reelección, aun cuando las 
posibilidades de volver a ocupar la presidencia le eran favorables.7 

Por otro lado, el juicio político contra el presidente Richard 
Nixon, derivado del célebre caso Watergate, no llegó a concluir, 
puesto que Nixon, que cursaba su segundo mandato, renunció a 
la presidencia cuando fue iniciado el proceso de acusación por 
parte de la Cámara de Representantes norteamericana.8 Y dicha 
renuncia se generó como resultado de la presión ejercida por el 
poder judicial en el proceso penal contra Nixon, más que por el 
procedimiento parlamentario.

Asimismo, tenemos el impeachment seguido contra Bill Clin-
ton, como resultado del caso Mónica Lewinsky, el cual concluyó 
en la cámara de senadores, con la absolución del presidente, al no 
haberse alcanzado los votos suficientes para que pueda aprobar-
se su destitución no obstante que el presidente en ejercicio care-
cía de mayoría en la cámara. Bill Clinton se encontraba cursando 
su segundo mandato, el cual concluyó sin dificultad alguna.

Finalmente, los últimos intentos fueron contra el expresiden-
te Donald Trump, los cuales tampoco generaron su destitución. 

6	 Valle Riestra, Javier, La responsabilidad Constitucional del Jefe de Estado, 
Lima, Labrusa S.A., 1988, p. 127.

7	 Duverger, Maurice, Instituciones Políticas y Derecho Constitucional, Barce-
lona, Ariel, 1962., p. 351.

8	 Badia, Juan Fernando, Regímenes políticos actuales, Madrid, Tecnos, 2001, 
p. 570.
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Ocurrió un primer juicio político, por los cargos de abuso de po-
der presidencial y obstrucción al Congreso a propósito de inves-
tigaciones ordenadas a Joe Biden y a su hijo. El segundo de ellos, 
por incitación a la insurrección en la Casa Blanca luego de las 
elecciones en las que perdió la reelección.

III. Los sistemas latinoamericanos

Debemos señalar que la mayoría de las naciones latinoamerica-
nas han incluido, en mayor o menor medida, ciertas instituciones 
derivadas del sistema parlamentario a fin de atenuar la rigidez 
del sistema presidencial puro. Sin embargo, la revocatoria del jefe 
de Gobierno, que es posible en los sistemas parlamentarios, es 
todavía un hecho difícil en el presidencialismo. 

En Latinoamérica, en forma análoga al caso estadouniden-
se, la utilización del proceso de juicio político para modificar la 
composición del poder ejecutivo — y en el mejor de los casos, 
forzar la celebración de nuevas elecciones — ha sido muy limita-
da.9 Y ello se debe precisamente al diseño de los sistemas presi-
denciales, que dificultan la revocación del mandato presidencial.

Es así que muy pocos países latinoamericanos han emplea-
do el denominado antejuicio a fin de revocar el mandato presi-
dencial, hecho que se deriva especialmente de la dificultad para 
tomar decisiones en el ámbito de la cámara parlamentaria encar-
gada de resolver, el numerus clausus que existe en gran parte de 
los países latinoamericanos respecto a las causales de acusación 
aplicables al jefe de Estado durante el mandato de éste, y al hecho 
de que sólo pueda someterse al presidente a proceso penal una 
vez que el Congreso lo ha autorizado, con lo cual en la práctica el 
juicio político funciona como un antejuicio. 

Excepciones muy puntuales a lo indicado en el párrafo pre-
cedente son los juicios seguidos contra los presidentes Fernan-
do Collor de Mello y Carlos Andrés Pérez, en Brasil y Venezuela 

9	 Linz, Juan, “Democracia Presidencial o Parlamentaria. ¿Qué diferencia im-
plica?”, Las Crisis del Presidencialismo, Madrid, Alianza Editorial, 1977, p. 
39. Mainwaring, Scott y Shugart, Carey (comp.), op. cit., p. 36-37.
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respectivamente, las mismas que más bien confirman lo que ve-
nimos señalando. Ambos expresidentes fueron involucrados en 
sendos actos de corrupción, sin que en ninguno de los casos haya 
podido hacerse efectiva sentencia penal alguna en su contra. No 
obstante, ambos fueron separados de sus cargos por el Congreso.

Además, es necesario establecer que en el caso peruano la 
inhabilitación para ocupar cualquier cargo público que fuera de-
cidida en contra del expresidente Fujimori, por obra del Parla-
mento, ha ocurrido tiempo después que éste último votara por la 
vacancia del cargo derivada de su incapacidad moral. De hecho, 
en el caso peruano el uso de la vacancia ha sido más común en los 
últimos años. Tenemos el caso del expresidente Martín Vizcarra, 
así como el de Pedro Castillo.

IV. La vacancia de la presidencia

Por otro lado, esquemas como la declaración de vacancia de la 
presidencia de la República, que en muchos casos se encuentran 
previstos constitucionalmente, no son usados, ni pueden usarse, 
como mecanismos de control sino más bien como mecanismos 
típicamente sancionadores, que operan con posterioridad a la 
ejecución de las conductas. Y es que, en la declaración de vacan-
cia por incapacidad moral no parece tener una finalidad coerciti-
va sino más bien correctora. 

Como si ello fuera poco, el empleo de mecanismos como la 
vacancia presidencial, en contextos en los cuales el presidente 
carece de mayoría en las cámaras parlamentarias, puede generar 
una seria crisis, dado el alto poder del presidente en las naciones 
de sistema presidencial y tomando en cuenta que la misma no 
requiere, en la mayoría de los casos, de votaciones calificadas. 

En especial, la vacancia por incapacidad moral no se encuen-
tra adecuadamente encuadrada en los regímenes latinoamerica-
nos, pudiendo ser empleada como resultado de consideraciones 
meramente partidarias a fin de que una mayoría opositora en el 
Congreso separe de su cargo a un jefe de Estado que no le sea 
afín. Sin embargo, no es conveniente eliminarla, porque precisa-
mente sirve como una importante alternativa frente a las crisis 
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políticas que se presentan, siendo necesario regularla de manera 
eficiente.

El caso ecuatoriano es muy interesante. El presidente Abda-
lá Bucaram fue declarado mentalmente incapaz, al amparo de la 
Constitución de dicho país y fue depuesto en su cargo. Pero este 
sistema no funcionó en este caso como un mecanismo de con-
trol, sino más bien como un mecanismo de cambio de Gobierno, 
casi de naturaleza sancionadora. 

Por otro lado, es necesario recordar que en Ecuador existe 
la figura de la “muerte cruzada” por la cual el presidente de di-
cho país puede revocar el mandato de ambos poderes del Estado, 
como ha ocurrido en dicho país hace relativamente poco tiempo, 
pero que sin embargo no ha corregido la crisis política e institu-
cional de dicho país.

Finalmente, la declaración de incapacidad moral del expre-
sidente peruano Alberto Fujimori, marca un interesante prece-
dente en torno a este tema, toda vez que es la primera vez que 
se empleaba un mecanismo de esta naturaleza para cambiar la 
composición de cualquier organismo del Estado, no obstante que 
dicho personaje ya había renunciado a su cargo en dicho momen-
to. Y, como hemos señalado líneas arriba, se ha vuelto a emplear 
dos con los resultados esperados que ya conocemos. 

V. La disolución parlamentaria

Asimismo, la disolución parlamentaria, existente en algunos 
países de Latinoamérica como ya lo hemos indicado, ha hecho 
su aparición sin que se hagan patentes siquiera algunos de los 
efectos que genera en los sistemas parlamentarios, siendo un ele-
mento crucial de estos últimos, mas no propio del sistema presi-
dencial. 

El diseño de dicha institución resulta ineficaz, en primer tér-
mino, dado que los supuestos en los que opera podrían difícil-
mente darse en el esquema político. Hipótesis especificadas en 
los textos constitucionales como las de la verificación de sucesi-
vas censuras o negativas de confianza a gabinetes enteros resul-
tan ser eminentemente restrictivas.  
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Por otro lado, sucesivas disoluciones parlamentarias en regí-
menes típicamente presidenciales generarían más inestabilidad e 
ingobernabilidad que la que pretendería conjurar.10 La disolución 
parlamentaria, en general, debería hacerse efectiva como último 
recurso. Finalmente, algunos autores consideran que incorporar 
la disolución del Congreso en un régimen de división de poderes 
puede ser contradictorio con su legitimidad derivada de su elec-
ción popular.11

Así también, instituciones provenientes del régimen parla-
mentario tienen sentido en un contexto de ejecutivo dual, donde 
el jefe de Estado y jefe de Gobierno son personas diferentes, mas 
no en una situación en la cual las referidas categorías se encuen-
tran colocadas en una misma persona (ejecutivo monista), que es 
una característica básica del régimen presidencial. 

Peor aún, la disolución parlamentaria, tal como está diseña-
da, podría configurarse como un mecanismo para elevar indebi-
damente los poderes presidenciales, puesto que el presidente, en 
determinadas circunstancias, podría originar de manera directa 
la verificación de los supuestos habilitantes para ejercer la facul-
tad disolutoria.

En el caso peruano, el expresidente Martin Vizcarra em-
pleó por primera vez la disolución parlamentaria al amparo de 
la Constitución de 1993. Sin embargo, dicha decisión mostraba 
dos problemas, uno jurídico u otro más bien político. En cuanto 
a lo primero, dicha disolución no cumplía con lo dispuesto en la 
norma constitucional, no obstante que el Tribunal constitucional 
lo validó a través de una sentencia muy controvertida.12

En segundo lugar, el riesgo de una disolución parlamentaria, 
que ocurre mucho en los sistemas parlamentarios europeos, es 
que un incorrecto cálculo político genere que el nuevo parlamen-
to sea más conflictivo que el anterior. Y así ocurrió en efecto, tan-

10	 SartorI, Giovani, Ingeniería Constitucional Comparada, México, Fondo de 
Cultura Económica, 1996, p. 181.

11	 Colomer, Joseph y Negretto, Gabriel, La Gobernanza de la Democracia Pre-
sidencial, México, CIDE, 2002, p. 35.

12	 STC emitida en el Expediente N.° 0006-2019-CC/TC
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to es así que dicho nuevo Congreso fue el que aprobó la vacancia 
contra el expresidente Vizcarra, la cual estuvo si debidamente 
sustentada.

VI. Las crisis de representatividad 
 en el régimen presidencial

Por otro lado, y en todo el planeta, la experiencia política con-
creta ha demostrado que muchas veces la representatividad de la 
que goza un parlamento o un gobierno determinado se agota an-
tes que el período constitucional correspondiente concluya. Ello 
ocurre tanto en sistemas presidenciales como en sistemas parla-
mentarios, afectando tanto a jefes de Estado como de Gobierno.

Ahora bien, en el caso peruano, por ejemplo, esto se hace 
patente si notamos como en muchas oportunidades los Gobier-
nos sufren gran mella en su representatividad transcurriendo 
el tercer año de mandato. En especial respecto a los Gobiernos 
recientes de Fernando Belaunde Terry y Alan García Pérez que 
ocurrieron en la década de los 80, y durante la vigencia de la 
Constitución Peruana de 1979. 

En el primer caso, esta mella de representatividad se tradu-
jo principalmente en el resultado de las encuestas de aceptación 
realizadas en el país, aceptación que llegó a reducirse hasta en 
un 20%; en los resultados de las elecciones municipales de 1983 
— elecciones en las cuales la mayoría de los municipios fueron 
asumidos por miembros del APRA y de la izquierda — ; y, sobre 
todo, en el porcentaje de votación obtenido por Acción Popular 
en las elecciones presidenciales y parlamentarias subsiguientes 
(no más del 7%). 

Asimismo, la merma de convocatoria del Gobierno aprista se 
hizo notoriamente visible en términos de aceptación popular (lle-
gó a porcentajes de menos del 20%) y a través de los resultados 
electorales obtenidos por el Partido Aprista Peruano en las elec-
ciones municipales de 1989. Esta situación genera, a nuestro en-
tender, idéntico comentario a aquel que formuláramos cuando tra-
tábamos lo ocurrido durante el gobierno de Fernando Belaunde.
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El caso del gobierno de Fujimori es un tanto distinto, en pri-
mer lugar, en cuanto a las especiales circunstancias que rodearon 
a su primera elección, y el conjunto de sucesos que ocurrieron 
posteriormente durante su mandato. En este caso el problema 
de pérdida de legitimidad no se debió propiamente a la falta de 
representatividad sino más bien a las acusaciones de corrupción 
que se fueron sucediendo.

Posteriormente, el expresidente Alejandro Toledo, y el mo-
vimiento político que él dirige sufrieron una importante merma 
en su representatividad, que llegó incluso a niveles inferiores al 
15%. Situación similar se ha dado en el caso del segundo Gobier-
no de Alan García. Ello explica además porque el partido de Go-
bierno ha obtenido una limitada representación parlamentaria de 
manera posterior en ambos casos. 

Asimismo, el expresidente Ollanta Humala también mostró 
también un fuerte descenso en su aprobación hacia el final de su 
mandato. Finalmente, en la actualidad la presidenta Dina Boluar-
te muestra una aprobación sumamente reducida, que hace muy 
complicado el poder gobernar de manera eficiente, a lo cual se 
debe agregar la falta de aprobación del Congreso de la República.

Desdichadamente, la situación no es privativa de Perú y se 
repite en gran parte de Latinoamérica. De hecho, diversos países 
latinoamericanos adolecen de una seria crisis de representativi-
dad de los respectivos titulares del poder ejecutivo, sin que se 
muestren mecanismos de corrección que no generen una crisis 
institucional sumamente seria.

Y es que, si asumimos que la razón de la existencia de los 
sistemas de representación política consiste en “simular” la deci-
sión a la que habría llegado el electorado en su conjunto si se pu-
diese poner de acuerdo, esa justificación estaría comprometida si 
es que el Estado no puede ya simular la decisión respectiva dadas 
las crisis de legitimidad y de representatividad que se generan en 
los diversos regímenes. 

Lo que ocurre es que conforme aumenta la cantidad de ciu-
dadanos, los costos que genera ponerse de acuerdo respecto a 
cuestiones de Gobierno hacen inviable el modelo de democracia, 
pues se requerirían reuniones y votaciones para cada decisión a 
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tomar. El sistema de sufragio universal, la creación de un Parla-
mento y los mecanismos legales de toma de decisiones estatales 
reducen tales costos. 

Es así que la solución constitucional y legal simula el acuerdo 
al que llegarían los electores si pudiesen ponerse de acuerdo en-
tre ellos, dada la existencia de elevados costos de transacción que 
lo impide de manera inmediata. Como resultado, tendría pues 
que recomponerse la representación a fin de que el sistema pue-
da cumplir con el presupuesto antes indicado. 

En este sentido, el presidencialismo — cualquiera que sea el 
contexto en el cual se haya implantado — dificulta e incluso im-
pide la corrección de dichas crisis de representatividad en los 
momentos en que ello sea necesario. La dificultad para hacer ce-
sar el mandato de cualquiera de los dos organismos que gozan de 
representatividad genera que en un momento determinado en el 
Estado se encuentren personas que no poseen respaldo efectivo 
en las preferencias del electorado.

El problema imputable al presidencialismo que encontramos 
a este nivel radica en la dificultad de realizar correcciones en 
momentos determinados. El partido que obtiene el poder en el 
Congreso y el ejecutivo no va a modificar su composición y línea 
de comportamiento a menos que se den graves cismas en su in-
terior. En consecuencia, la estructura de los órganos antes men-
cionados se va a mantener inmutable mientras dure el mandato 
de estos, sin importar el grado de aceptación ciudadana de la que 
gocen dichas instituciones.13

Asimismo, mecanismos paliativos propuestos por ciertos au-
tores no parecen ser suficientemente plausibles para corregir esta 
situación14. La reducción de los mandatos en realidad no genera 

13	 La preocupación por la necesidad de encontrar mecanismos para facilitar 
la mutua revocatoria de mandatos respecto al presidente y el Congreso se 
ha hecho patente incluso en Estados Unidos, donde el Comité sobre el Sis-
tema Constitucional propuso la posibilidad de que el diseño permitiera la 
generación de nuevas elecciones en caso de la existencia de puntos muer-
tos, en especial respecto del poder ejecutivo. Lijphart, Arend, Modelos de 
Democracia, Barcelona, Ariel, 2000, p. 123.

14	 Mainwaring, Scott y Shugart, Matthew, op. cit., pp. 46-47.
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mayores ventajas, puesto que para asegurar correcciones se re-
querirían mandatos de tres años o menos, para lo cual resulta in-
cluso más conveniente virar hacia ejecutivos de naturaleza dual. 

Por otro lado, la revocatoria del mandato presidencial, es 
un mecanismo interesante, pero debe acompañarse de un con-
junto adicional de reformas que generen resultados favorables. 
Finalmente, la incorporación de mecanismos de revocatoria si-
multánea del mandato presidencial y parlamentario no acercaría 
a esquemas como el ecuatoriano o el israelí, que la experiencia 
muestra que son abiertamente ineficientes. 

VII. Conclusiones

El sistema presidencial muestra comúnmente un conjunto de di-
ficultades que se muestran en especial en los regímenes latinoa-
mericanos. Una de ellas es la rigidez del sistema que dificulta la 
corrección de las crisis políticas que se generan con regularidad, 
así como la solución de los problemas de legitimidad y represen-
tatividad que también ocurren de manera continua, siendo ne-
cesario efectuar ajustes al diseño para cada Estado en concreto. 
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